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Desde 1995 la Asociación por los Derechos Civiles (ADC) se ha propue�

to contribuir a afianzar una culturajuridica e institucional que garantice los

derechos fundamenIales de las personas de acuerdo con el mandato de la

Constitución Nacional, los instrumentos internacionales de derechos hu.

manos y los valores democráticos.

Las actividades de nuestra organización están dirigidas a la defensa y

promoción, en particular, de los derechos a la libertad de expresión, a la

igualdad de trato ante la ley, al acceso a la información, los derechos po­

líticos, los sexuales y reproductivos, e! derecho a la salud y las garantías en

el proceso penal. Paralelamente, la ADC también tiene por objetivo el se­

guimiento y la reforma de aquellas instituciones de la democracia, como

el PoderJudicial o e! Congreso, cuyo mejor y más transparente funciona.

miento hace posible una mayor protección de los derechos por los que la

ADCaboga.

La crisis económica, social y política desatada a fines de 2001 impactó

fuertemente en la legitimidad de todas las instituciones del gobierno, P""

ro en particular de la Corte Suprema deJusticia de la Nación. La ciudada­

nía cuestionó severamente a la totalidad de los integrantes de! Máximo Tri­

bunal de la República. Ante esa situación, la ADC,junto con un grupo de

prestigiosas organizaciones de la sociedad civil, realizó una serie de pro­

puestas de reformas institucionales que se plasmaron en los documentos

"Una Corte para la Democracia". La convicción que motivó estos documen.

tos fue que e! problema de la Corte no radicaba solamente en la calidad

moral o técnica de sus miembros, sino también en cuestiones relacionadas

con e! modo en que fueron seleccionados y la forma en que se tomaban

las decisiones en ese tribunal. A partir de ese momento, y construyendo so­

bre la experiencia adquirida en tomo de aquellas propuestas, en la ADC

se creó un área de trabajo sobre temas dejusticia con el objetivo de con-
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